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Decisión: Declara improcedente


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DESCUBRIMIENTO PROBATORIO / COMPETE RESOLVER AL JUEZ DE CONOCIMIENTO.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

El artículo 229 de la Constitución Política, hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. (…)
… lo primero que se ha de dejar en claro es que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
En idéntico escenario nos encontramos cuando el debate está relacionado con conflictos suscitados en el descubrimiento probatorio, disputa que, por naturaleza, debe ser dirimida a instancias del Juez al que se le asigna el conocimiento del asunto, quien funge como director del proceso y está llamado a conservar el control de las diligencias adelantadas en su instancia.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA en contra de la FISCALÍA 14 SECCIONAL DE PEREIRA, y otros, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa técnica y material. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Refirió el accionante que la Fiscalía General de la Nación está adelantando una investigación penal desde el año 2016, en la que él figura como uno de los procesados; al interior de la misma, se llevaron a cabo dos diligencias de allanamiento y registro a las instalaciones de unas empresas y de unas viviendas de quienes figuraban en los registros de la Cámara de Comercio de esta ciudad.
Una de las diligencias de allanamiento y registro se llevó a cabo el 31 de agosto de 2019, oportunidad en la que se llevaron múltiples documentos, entre ellos, contratos, recibos y elementos de prueba que consideraron importante para la investigación de la Fiscalía. La siguiente, se llevó a cabo del 4 de diciembre de 2018 en dos lugares, una oficina del Centro Comercial Fiducentro de Pereira y en su lugar de residencia, ubicada en Santa Clara de las Villas, en ese entonces fueron incautados elementos materiales de prueba que, según dijo, no le han sido devueltos en su totalidad, pese a que resultan de suma importancia para sustentar su estrategia de defensa en el juicio oral.
Ese mismo 4 de diciembre, él y su núcleo familiar fueron capturados, y el 12 de diciembre se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva.
El conocimiento del asunto le correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, ante el cual se llevó a cabo la audiencia de formulación de la acusación, para entonces estaba siendo representado por la Defensora María Cristina Sierra Marín, quien fue clara y expresa con la Fiscalía al pedir que se hiciera entrega de todos los elementos con los que el Organismo Acusador tenía en su poder, y no solamente los relacionados en el escrito de acusación, los cuales son requeridos para poder ejercer una defensa material, y no se le puede exigir que la cimiente en los elementos seleccionados por la Fiscalía para acusar. 
Sin embargo, se presentó un cambio súbito de defensor por razones administrativas de la Defensoría, en esta ocasión se le asignó al Dr. Hernando Torres Pérez, a quien le correspondía recibir los elementos de la Fiscalía, pero aquel, sin verificar, recibió solo los elementos que consolidaban la teoría del caso del Ente Acusador, pero posteriormente, al verificar, constataron que hacía falta la entrega de los demás relacionados e incautados en las diligencias de allanamiento y que quedaron consignados en las Actas; los cuales vienen siendo solicitados desde la Acusación pero hasta ahora no han sido entregados, información que fue puesta en conocimiento del Juzgado en la audiencia preparatoria. 
Según el accionante, esta situación ha incidido para que se no se pueda avanzar en las audiencias, porque las mismas han debido suspenderse por estos inconvenientes del descubrimiento probatorio. De igual manera, él ha presentado diversas peticiones a la Fiscalía 14 Seccional de Pereira, en las que no ha recibido respuesta completa, dichas peticiones fueron relacionadas así: 
“1. Petición de fecha 23 de Enero del 2020 Solicité a la fiscalía la devolución de los elementos físicos incautados y la documentación que ellos no usarían en el juicio, además, copia de todos los elementos incautados en las tres (3) diligencias de allanamiento, aduciendo inclusive que, dentro de las ordenes que dio el fiscal frente a la recolección de la información en las diligencias de allanamiento era copiar la misma información contenida en los equipos y devolver los elementos; pero pasado más de año y medio desde cuando se les solicito, apenas en los últimos meses me devolvieron los elementos tecnológicos que no eran necesarios a la investigación pero respecto a las evidencias documentales, no las han entregado completas.

2. Petición del 20 de enero del 2020 Le solicité de igual manera lo mismo, pero no se dio trámite a esta petición en cuanto a la entrega de las evidencias debido a que eran demasiados folios y que la fiscalía tenía una campaña de cero papeles que le impedía expedir las copias, por lo tanto, no descubrieron ni entregaron los elementos materiales de prueba de los Allanamientos.

3. El 07 de febrero de 2020 Nuevamente, solicité a la fiscalía copia de la Evidencia 19 relacionada en el Acta de allanamiento del 04 de diciembre de 2018 y que, además, volvieran a enviar copia de un CD que ellos me habían enviado con copia de las evidencias pero que el mismo llego vacío y se les devolvió el CD y la Fiscalía tardó casi dos (2) meses para volver a enviarlo, pero igual, la información llegó incompleta.

4. El 12 de Febrero del 2020 se le solicitó a la fiscalía de forma puntual, por derecho de petición, la entrega de todas las evidencias documentales de las diligencias de allanamiento para poder realizar mi defensa material y ayudarle a mi defensor con la construcción de la defensa técnica, relacionada en 4 folios que se necesitaba y la fiscalía tampoco a la fecha resolvió este pedido y seguimos entonces sin tener acceso a las evidencias, sin descubrimiento mediante la entrega, a pesar de mediar muchas peticiones y los más complejo es que, siempre nos decían en sus respuestas que con haber entregado los elementos relacionados en el escrito de acusación ya habían cumplido con el descubrimiento, lo cual no es cierto, ya que se deben entregar todos los elementos que se hallen en poder de la Fiscalía, de forma completa, porque si bien fueron recolectados por la fiscalía y sobre algunos de ellos estructuró su acusación, los otros que están en su poder y que también recolectaron en esta investigación, son favorables a mi defensa y no son otros diferentes a los que estaban dentro de los elementos que se registraron y recolectaron en los allanamientos del año 2017 y 2018. Pero la fiscalía no hace sino responder con evasivas y nos tiene en una crítica situación para ejercer nuestro derecho a la defensa y que se pueda garantizar el debido proceso sin dilaciones.

5. El 14 de febrero de 2020, volví a solicitar a la fiscalía la entrega de los equipos para poder procurar la preparación del caso con mi defensor de lo que sería la audiencia preparatoria, pero la Fiscalía no respondió.” (…) 

“1. Oficio del 18 de marzo del 2020 donde le solicitábamos la entrega de los quipos de cómputo y demás para extraer la información favorable.

2. Oficio del 26 de mayo del 2020 donde de manera puntual reiteramos la solicitud de las evidencias física y documentales de las Actas de allanamiento para que no las entregaran y donde a la fecha aún faltan demasiados elementos documentales por entregar y la fiscalía no dice nada al respecto si los tiene o no los tiene y no responde conforme a lo preguntado.

3. Oficio del 1 de junio del 2020 Con Numero F-14-085 Donde la Fiscalía responde a nuestra petición que la señora Fiscal es nueva y que a eso el tema de COVID-19 no ha podido analizar el tema y estudiará la solicitud una vez reciba el puesto. (Respuesta que es común a lo que siempre dicen todos los Fiscales que ha tenido el proceso, tratado de evadir la responsabilidad de cumplir con la obligación del descubrimiento completo).

4. Mensaje por correo Electrónico del 12 de junio del 2020 donde le solicitábamos a la fiscalía la entrega de los equipos celulares ya que la información en los mismos estaba a punto de perderse 

5. Oficio del 23 de junio de 2020 donde la fiscalía responde a la petición del 26 de mayo donde dice relacionar las evidencias restantes pero que a la fecha, y al verificar el contenido de lo entregado, no coincide con lo solicitado y, lo que hace la fiscalía es volver a repetir lo mismo que es sobre los elementos del escrito de Acusación que ya ha entregado, pero no termina de entregar los elementos documentales solicitados que están dentro de las actas de allanamientos y demás informes descritos que no se han descubierto a la defensa por lo que seguimos sin acceder a los mismos, a pesar que siempre se le ha dicho a la fiscalía que hace falta y en están fallando y no hay respuesta alguna a las observaciones.

6. Oficio del 05 de Agosto del 2020 donde la fiscalía entrega parcialmente sobre lo solicitado en el oficio del 26 de mayo de 2020 unos elementos, puesto que todo lo que han ido entregado, aparte de incompleto, es fraccionado a lo que interpretan ellos, más no es lo que está en las actas de Allanamiento que se han solicitado en los oficios.

7. De igual manera a la Doctora Ruby Esther Fiscal 14 Seccional la cual era fiscal dentro de este proceso en audiencia preparatoria yo le entregue un oficio reiterando la entrega de los elementos materiales probatorios que hacían falta en petición dirigida de igual forma al señor Agente del Ministerio Publico con oficio en dos (2) folios y 96 folios como Anexos, donde de forma clara y expedita decía qué elementos necesitaba que se me entregaran para preparar mi defensa y las peticiones y demás cosas para su trámite y nunca se obtuve respuesta a la misma.” 

En la actualidad, el accionante está siendo representado por la Dra. Fanny Pérez con quien dice estar realizando gestiones para acceder a todos los elementos tantas veces solicitados, pero tampoco lo han logrado, y refiere que ha sido tanto el desgaste, que en sesión del 10 de junio de 2020, la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira le ordenó a la Fiscalía que en un término de 3 días cumpliera cabalmente con el descubrimiento de todos los elementos solicitados por la Defensa, disposición que tampoco fue acatada, debiéndose nuevamente aplazar la audiencia prevista para el 6 de agosto de 2020. 
Refirió que su defensora le ha pedido por escrito al Ministerio Público que medie en esa situación, pero tampoco ha obtenido respuesta.
 PRETENSIONES:
El accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, y como consecuencia de ello, se le ordene a la Fiscalía accionada que:

1. Responda las peticiones encaminadas a que se descubra la totalidad de los elementos solicitados
2. Responda por qué a pesar que en las sesiones de audiencia del 6 julio y 6 de agosto de 2020, el Juzgado 2º Penal del Circuito ordenó tal descubrimiento, no ha cumplido aún dicho mandato
3. Proceda a cumplir lo ya ordenado por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira.
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Despacho sustanciador admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda a la Fiscalía 14 Seccional de Pereira, quien fue llamada como accionada por el señor Johan Stiven. En ese mismo proveído se ordenó la vinculación oficiosa las demás partes e intervinientes dentro
de la actuación penal objeto del disenso, así como del Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, los profesionales del derecho María Cristina Sierra Marín, Hernando Torres Pérez, y Fanny Pérez.
2. Intervenciones:

- La Dra. Gloria Elena Vargas Botero, actual titular del Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, refirió que no ha vulnerado ningún derecho del accionante ni de los demás procesados, por cuanto la actuación está siendo adelantada conforme a derecho, bajo el amparo de la Ley 906 de 2004. 
Pidió ser desvinculada. 

- La Dra. Alexandra López Yatte, Fiscal 14 Seccional de Pereira, explicó que esa funcionaria asumió el rol de Fiscal 14 a partir del 1º de junio de 2020, cuando se enteró que estaba pendiente por resolver una solicitud del accionante del 26 de mayo de 2020, relacionada con la devolución de unos elementos incautados en dos allanamientos de sedes relacionadas con sus actividades comerciales objeto de la investigación. 
Que desde ese momento inició la tarea de examinar el caso, el cual es contentivo de 14 carpetas voluminosas, más los audios de las audiencias realizadas; ese mismo día le anunció al señor García Puerta que se procedería a estudiar su caso, y le pidió al Coordinador de Delitos Informáticos que indicara si de los equipos incautados en los allanamientos, a los cuales hacía referencia el peticionario, ya se había extraído información; posteriormente, mediante oficio 20390, el funcionario del CTI dio respuesta indicando que los informes habían sido pasados al Despacho y que si no existía otra orden, los mismos no eran requeridos.  
Que el 23 de junio de 2020, mediante Oficio 091, se le dio respuesta al ahora accionante y su apoderada, en las que se les dijo que la Fiscalía estaba examinando lo relacionado con la devolución de los equipos, mientras que la prueba documental se les entregó nuevamente en DVD’s para cada uno. 

El 6 de julio de 2020 se llevó a cabo continuación de la audiencia preparatoria, pero en ella el señor García Puerta sostuvo nuevamente que el descubrimiento estaba incompleto; la Juez suspendió la audiencia y fijó nueva fecha para el 10 de agosto de 2020. 

Aunque todo se había incluido ya, la Fiscalía acató la orden del Juzgado y dispuso sacar nuevamente todas las evidencias, tanto las de las carpetas físicas como las de la bodega de evidencias, de lo cual se hizo entrega el 8 de julio; además, en esa fecha se dio orden de entrega de los equipos, celulares, memorias incautadas en los allanamientos, asimismo, nuevamente se le enviaron DVD’s contentivos de la evidencia. De igual manera, mediante oficio del 10 de julio de 2020, se dispuso la entrega de un computador marca ASUS, que era el que quedaba pendiente por devolver. 
Pese a lo anterior, el 23 de julio de 2020 el señor Johan Stiven solicitó la devolución de otros equipos que según él hacían falta, pero se le respondió mediante correo electrónico del 29 de julio de 2020 que algunos de ellos se habían entregado con los oficios anteriores, mientras que los otros, incautados a su madre y a su hermana, le fueron devueltos al apoderado de aquellas el 16 de julio de 2020.
El 29 de julio de 2020, el señor García Puerta envió un oficio donde relacionó toda la evidencia de los dos allanamientos, y señala cuáles considera que están completas y cuáles no y agregó una nueva evidencia que no tenía, según él. 

Mediante oficio del 5 de agosto de 2020 ese Despacho le ordenó al Jefe del almacén de evidencias que hiciera entrega material de dos celulares, una memoria y un disco duro, los cuales habían sido incautados y no eran requeridos en la investigación. Ese mismo día se le envió al Procesado y su Defensora copia de la información reclamada, en 4 CDs. 

El 10 de agosto de 2020 se instaló continuación de la audiencia preparatoria, la cual no se efectuó por inasistencia de la Defensora, así como de otros de los apoderados, en esa ocasión se enteró que la profesional del derecho dirigió un oficio al Juzgado indicando que no asistía porque no había sido completo el descubrimiento. 

El 23 de septiembre de 2020, en el devenir de la Audiencia Preparatoria, la Defensa nuevamente indicó que el descubrimiento de la Fiscalía no fue completo, pues faltaban unos folios, dado que los enviados no coincidían con lo plasmado en los documentos. 
En esa misma fecha, se le envió un nuevo oficio a la Defensa en que se le explica por qué algunos folios no coinciden, entre otras, porque en la evidencia 5 que hay una chequera, solo se sacó copia a 3 cheques que estaba usados y el resto no, al igual que en la evidencia 15, contentiva de un talonario del que solo se usaron 3 recibos y los otros estaban en blanco. 

En la audiencia siguiente, del 24 de septiembre de 2020, se suspendió nuevamente la audiencia porque el Procesado y su Defensora insistieron en que el descubrimiento había sido incompleto.  
En síntesis, la titular de esa Oficina señaló que ha atendido todos los requerimientos del accionante; además, se le ha hecho saber a la abogada del señor García Puerta que pueden encontrarse personalmente para confrontar las 14 carpetas. 
Por último, indicó que el proceso en este instante se encuentra en un “punto muerto”, que la Fiscalía se ha dedicado a sacar copias y copias, aun cuando en su sentir el descubrimiento probatorio sí se encuentra completo; y en últimas, el asunto se ha dilatado tanto, que ya se empezaron a presentar solicitudes de libertad por vencimiento de términos. 
- La Dra. Fanny Pérez Benjumea, Defensora del señor Johan Stiven García Puerta, coadyuvó la solicitud de amparo, expuso que ella fue asignada para la representación judicial del aludido ciudadano, por sustitución del Dr. Hernando Torres Pérez, asumiendo el caso en etapa de juicio, encontrando pendiente la continuación de la audiencia Preparatoria.

Manifestó que como Defensora obtuvo las primeras copias de la carpeta de la Fiscalía 14 Seccional el 13 de febrero de 2020, sin embargo, los elementos contenidos en los discos compactos, correspondían en su mayoría a los elementos relacionados en el anexo al escrito de Acusación, pero no a todos los elementos recolectados por los funcionarios que participaron en los diferentes allanamientos que se realizaron para la investigación, aun cuando los mismos fueron solicitados por la Dra. María Cristina Sierra Marín en la audiencia de Formulación de Acusación.

De igual manera, afirmó que a través de los registros de las audiencias, y de las diferentes entrevistas con el señor García, logró comprender que el caso es particularmente complejo y el porqué de las múltiples peticiones que él elevaba para poder obtener los elementos de prueba que están en poder de la FGN. 

Pero en suma, pese a las múltiples insistencias, todavía persiste la Fiscalía en omitir cierta información que hace falta. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala establecer si como afirma el accionante, coadyuvado por la Dra. Fanny Pérez Benjumea, la acción de tutela resulta ser el escenario propicio para ordenarle a la Fiscalía General de la Nación que corrija los supuestos yerros presentados en materia de descubrimiento probatorio, dentro de la actuación penal que se sigue en contra del señor García Puerta y otras personas.  

· Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.
El artículo 229 de la Constitución Política, hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 

La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por ello, la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:
“… 6.6. Por razón de su vinculación directa con el debido proceso y con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad, el acceso a la administración de justicia se define también como un derecho medular, de contenido múltiple o complejo, cuyo marco jurídico de aplicación compromete, en un orden lógico: (i) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (ii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas; (iii) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso y, entre otros, (v) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos. (…)”

Desde ese punto de vista, lo primero que se ha de dejar en claro es que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional. 
En idéntico escenario nos encontramos cuando el debate está relacionado con conflictos suscitados en el descubrimiento probatorio, disputa que, por naturaleza, debe ser dirimida a instancias del Juez al que se le asigna el conocimiento del asunto, quien funge como director del proceso y está llamado a conservar el control de las diligencias adelantadas en su instancia. 

El artículo 344 del Estatuto de Procedimiento Penal nos enseña que: 

“Dentro de la audiencia de formulación de acusación se cumplirá lo relacionado con el descubrimiento de la prueba. A este respecto la defensa podrá solicitar al juez de conocimiento que ordene a la Fiscalía, o a quien corresponda, el descubrimiento de un elemento material probatorio específico y evidencia física de que tenga conocimiento, y el juez ordenará, si es pertinente, descubrir, exhibir o entregar copia según se solicite, con un plazo máximo de tres (3) días para su cumplimiento.

(…) El juez velará porque el descubrimiento sea lo más completo posible durante la audiencia de formulación de acusación.
Sin embargo, si durante el juicio alguna de las partes encuentra un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto, lo pondrá en conocimiento del juez quien, oídas las partes y considerado el perjuicio que podría producirse al derecho de defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible o si debe excluirse esa prueba.

Además, el artículo 346 Ejusdem hace referencia a las sanciones por incumplimiento del deber de revelación de información durante el procedimiento de descubrimiento: 

“Los elementos probatorios y evidencia física que en los términos de los artículos anteriores deban descubrirse y no sean descubiertos, ya sea con o sin orden específica del juez, no podrán ser aducidos al proceso ni convertirse en prueba del mismo, ni practicarse durante el juicio. El juez estará obligado a rechazarlos, salvo que se acredite que su descubrimiento se haya omitido por causas no imputables a la parte afectada”
Como viene de verse, en el devenir de la actuación existen herramientas para garantizar en favor de las partes el respeto por su derecho al debido proceso, sin que sea la acción de tutela un escenario o mecanismo propicio ni idóneo para plantear ese tipo de debates, y menos en casos como el presente, en que tanto la Fiscalía como la Defensa hicieron alusión a la complejidad que conlleva el proceso en el que está siendo investigado el señor García Puerta, de tal suerte que bajo ninguna circunstancia sería el Juez de tutela el llamado a entrometerse en el tema del descubrimiento probatorio, mucho menos en un término tan perentorio, e involucrando su criterio sin tener mayores medios de conocimiento acerca de un asunto que necesariamente debe administrar el Juzgado de instancia, máxime cuando los intervinientes de esta acción fueron tan enfáticos en expresar su punto de vista y el supuesto equívoco de la contraparte; no podemos dejar de ver que la Fiscalía, también con múltiples documentos, quiso demostrar que ya cumplió con el deber de entregar al Procesado la información que él reclamaba, algo que él rotundamente se niega a reconocer. 
Además, el mismo accionante reconoció que la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira le dio una orden a la Fiscal para que hiciera el descubrimiento probatorio en debida forma, en ese sentido, no podemos olvidar que las decisiones de la judicatura son de obligatorio cumplimiento y que los Jueces están dotados de amplios poderes coercitivos y correccionales para obtener esa obediencia y respeto por sus decisiones, por ello se insiste, es en esa instancia y no a través de una acción de tutela donde el asunto debe ser zanjado; el artículo 10 del Código de Procedimiento Penal indica que: 
“La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de las personas que intervienen en ella y la necesidad de lograr la eficacia del ejercicio de la justicia. En ella los funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial.

Para alcanzar esos efectos serán de obligatorio cumplimiento los procedimientos orales, la utilización de los medios técnicos pertinentes que los viabilicen y los términos fijados por la ley o el funcionario para cada actuación.

El juez dispondrá de amplias facultades en la forma prevista en este código para sancionar por desacato a las partes, testigos, peritos y demás intervinientes que afecten con su comportamiento el orden y la marcha de los procedimientos.

(…) 

El juez de control de garantías y el de conocimiento estarán en la obligación de corregir los actos irregulares no sancionables con nulidad, respetando siempre los derechos y garantías de los intervinientes.”
En similares términos, el artículo 139 Ejusdem nos habla de los deberes de los Jueces, entre los que se destacan: “1. Evitar las maniobras dilatorias y todos aquellos actos que sean manifiestamente inconducentes, impertinentes o superfluos, mediante el rechazo de plano de los mismos”; “2. Ejercer los poderes disciplinarios y aplicar las medidas correccionales atribuidos por este código y demás normas aplicables, con el fin de asegurar la eficiencia y transparencia de la administración de justicia”; y “3. Corregir los actos irregulares.”

Sobre el particular, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, sostuvo en Sentencia AP948-2018 del 7 de marzo de 2018, rad. 51882 que: 
“Los efectos de un descubrimiento defectuoso pueden extenderse hasta el juicio oral, si el Juez no toma los correctivos pertinentes en la audiencia preparatoria, bien superando las diferencias de las partes a través de la adecuada dirección del proceso, ora por medio de las decisiones procedentes en materia de rechazo de pruebas. 

1.1.1.1. Las controversias sobre descubrimiento probatorio
El hecho de que parte del descubrimiento probatorio deba hacerse por fuera de audiencia puede dar lugar a controversias, que de no ser dirigidas adecuadamente por el Juez pueden dar lugar a extensos debates que comprometan la celeridad y eficacia de la administración de justicia. 

En todo caso, el Juez debe tener presente sus deberes de propiciar que el descubrimiento sea lo más completo posible, y de velar porque las audiencias transcurran con celeridad. Para tales efectos, debe considerar parámetros como los siguientes: (i) si se hace evidente que han existido problemas de comunicación, ajenos al actuar doloso de las partes, que han impedido que el descubrimiento se perfeccione, debe tomar las medidas necesarias para lograr que el problema se supere, bajo el entendido de que lo deseable es que la Fiscalía y la defensa puedan presentar las pruebas que soportan sus respectivas hipótesis fácticas, salvo que se presente alguna situación que dé lugar a su inadmisión, rechazo o exclusión; (ii) si aparece demostrado que la parte que tenía a cargo el descubrimiento incumplió sus obligaciones, debe resolver sobre la procedencia del rechazo de las pruebas sobre las que recayó la omisión; y (iii) si se comprueba que la parte a quien debió hacerse el descubrimiento no quiso recibir la información, debe tomar las decisiones que pongan fin a la controversia y permitan continuar con las audiencias subsiguientes. 

Lo expuesto deja en evidencia que los debates sobre descubrimiento probatorio tienen una base fáctica, obviamente diferente a las hipótesis de hechos jurídicamente relevantes propuesta por la Fiscalía en la acusación, o las alternativas que presente la defensa, pues se trata de establecer si la Fiscalía (o la defensa, según el caso), incumplieron el deber de descubrir una determinada información.
Como toda decisión de orden factual, el Juez tiene que considerar las evidencias que ofrecen las partes, bajo el entendido de que este tipo de asuntos deben resolverse de forma célere, lo que no se contrapone a la obligación de respetar el debido proceso en todas las fases de la actuación. 

Cuando no sea posible solucionar las diferencias suscitadas entre las partes, a través de una adecuada dirección el proceso, el Juez tiene la obligación de decidir sobre la procedencia del rechazo, o sobre la viabilidad de ordenarle a alguna de las partes un descubrimiento en particular. 

Si el Juez considera procedente ordenarle a una de las partes el descubrimiento de una evidencia en particular, esa decisión no admite recursos, por tratarse de una orden orientada a dinamizar la audiencia. “

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, resulta evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende utilizar esta acción expedita y excepcional como mecanismo supletorio del escenario del proceso para discutir asuntos que son propios de aquel y que deben ser puestos en consideración del Juzgado de conocimiento, especialmente porque estamos en presencia de un trámite jurisdiccional en curso, de manera que acceder a las pretensiones del libelista, se insiste, sería un irrespeto a los principios de autonomía judicial y seguridad jurídica; acorde con ello, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA en contra de la FISCALÍA 14 SECCIONAL DE PEREIRA; ello, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Sentencia C-207 de 2003 Corte Constitucional
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